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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación. 
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Proceso:                
Acción de Tutela – Decreta la nulidad de todo lo actuado
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas:


DEBIDO PROCESO / NO SE VINCULÓ LA AUTORIDAD COMPETENTE PARA RESOLVER LA PETICIÓN DEL ACCIONANTE / NULIDAD DE TODO LO ACTUADO. “[L]a Subdirectora de la UARIV -Dra. IRIS MARÍN ORTIZ- en su condición de superior jerárquica del Director de Gestión Social y Humanitaria,  por considerar de manera errada que tal calidad la ostentaba el Director de la UARIV, y ello conllevó a que no se atara al presente trámite y por ende tampoco se adoptara decisión respecto de la misma. En ese orden de ideas, la irregularidad que se reprocha conlleva una violación sustancial al debido proceso y transgrede las formas propias del procedimiento establecido, por lo que se hace imperativo declarar la nulidad de lo actuado a partir del auto de septiembre 15 de 2016 inclusive, para que se proceda a realizar no solo el requerimiento al funcionario encargado de acatar el fallo, sino también frente a su superior jerárquica que no es otra diferente a la Subdirectora de la UARIV, para que la actuación se adecúe a los lineamientos señalados en el Decreto 2591/91. Finalmente, aunque pudiera pensarse que la medida solo debería abarcar el procedimiento seguido frente al superior jerárquico, estima la Sala que por la trascendencia del yerro, tal situación debe comprender la totalidad de lo desplegado, no obstante que lo surtido ante al Director de Gestión Social de la UARIV estuvo acorde con el procedimiento, ya que al no haberse vinculado a la subdirectora de la UARIV -Dra. IRIS MARÍN  ORTIZ-, ésta no tuvo la posibilidad de ordenar a su subalterno el cumplimiento de la sentencia judicial y por esa vía obtener el cometido propuesto, lo que bien podría suceder una vez se le brinde la oportunidad de intervenir en este trámite.”. 
                      REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                   PEREIRA-RISARALDA 
                                        RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciocho (18) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)

                                                                Acta de Aprobación No 1068
                                               Hora: 1:10 p.m.
1.- VISTOS  
Debe pronunciarse la Sala con ocasión de la consulta de la decisión proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), mediante la cual sancionó al Dr. ALAN JESÚS EDMUNDO JARA URZOLA, Director General de la Unidad para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -UARIV-, y al Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE, Director de Gestión Social y Humanitaria de la misma entidad, por no atender el cumplimiento de la sentencia de tutela dictada a favor de la señora FLOR MARÍA MORALES SALAZAR. 
2.- ANTECEDENTES 
2.1.- En mayo 18 de 2016, el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, en calidad de juez constitucional de primer grado, concedió el amparo solicitado por la señora FLOR MARÍA MORALES SALAZAR y tuteló  sus derechos fundamentales de petición, debido proceso e igualdad dentro  de  la acción de tutela instaurada contra la Unidad para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -en adelante UARIV-; y, en consecuencia, ordenó “[…] al Director de Gestión Social y Humanitaria –Unidad para la Atención y Reparación Integral de Víctimas doctor Ramón Alberto Rodríguez Andrade (o quien haga sus veces), que en el término de quince (15) días contados a partir de la notificación de esta providencia, proceda a entregar la ayudas humanitarias a las que tenga derecho la señora Flor María Morales Salazar, y su grupo familiar, conforme las necesidades identificadas en el Plan de Atención, Asistencia y Reparación Integral (PAARI), que les fuera elaborado.[…]”

2.2.- En septiembre 6 de 2016 la accionante por escrito informó que la entidad accionada no ha cumplido lo relacionado con la entrega de las ayudas humanitarias.

2.3.- El despacho por auto de septiembre 15 de 2016 dispuso requerir al Dr. ALAN DE JESÚS EDMUNDO JARA URZOLA –Director General de la UARIV - y al Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE -Director de Gestión Social y Humanitaria-, para que dentro de las 48 horas siguientes procedan a dar cumplimiento al fallo constitucional. 
2.4.- Ante el silencio de los referidos funcionarios, por auto de octubre 3 de 2016 el a quo dispuso la apertura formal del incidente, al cual se vincularon los servidores ya mencionadas, a quienes se les corrió traslado para pronunciarse al respecto.

2.5.- La Directora de Gestión Social y Humanitaria (e), solicita se deniegue el incidente de desacato al considerar que la entidad ha dado cabal cumplimiento a sus funciones legales y a las órdenes judiciales impartidas y por ende pide el archivo del caso.

2.6.- Luego de adelantado el trámite de Ley, el Juzgado Primero Penal del Circuito en decisión de noviembre 3 de 2016 sancionó por desacato a los  Dres. ALAN JESÚS EDMUNDO JARA URZOLA -Director General de la UARIV-, y RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE -Director de Gestión Social y Humanitaria-, de forma individual con 3 días de arresto y multa equivalente a 1 s.m.l.m.v.

3.- Para resolver, se CONSIDERA 
Existe competencia funcional para desatar el grado de consulta surtido sobre la providencia emitida dentro del incidente de desacato que adelantó el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.). Analizada con detenimiento la actuación surtida en el juzgado a quo, se observa una falla que no permiten avalar la sanción impuesta y por el contrario obliga a decretar nula la decisión para que se subsane la irregularidad denotada. La anterior afirmación se hace debido a lo siguiente:

Para efectos de imponer una sanción por incumplimiento a un fallo de tutela, es estrictamente necesario que durante el incidente de desacato se sepa quién es la persona encargada de su obediencia, los motivos por los cuáles no lo ha hecho y, además, quién es el superior de esa persona, para de esa manera poder respetar lo señalado en el citado artículo 27 del Decreto 2591/91. Para el caso concreto el a quo estimó que los funcionarios de primer nivel que debían obedecer lo dispuesto en la sentencia constitucional eran el Director General de la UARIV –Dr. ALAN JESUS EDMUNDO JARA URZOLA - y el Director de Gestión Social y Humanitaria -Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE-, frente a los cuales profirió auto de carácter sancionatorio.

En el presente asunto, si bien el juez de primer nivel tuteló los derechos fundamentales del que es titular la señora FLOR MARÍA MORALES SALAZAR, al analizarse con detenimiento la actuación allí surtida, se observa que al no haberse respetado por la UARIV la sentencia dentro del plazo concedido -lo que motivó a la accionante a solicitar el incidente de desacato-, se desplegaron las actividades necesarias con el fin de que la entidad informara de manera clara lo relativo al cumplimiento del fallo, y aunque se recibió respuesta por parte de la Directora de Gestión Social y Humanitaria encargada, a raíz de las vacaciones de su titular, se desprende que la misma solo hizo alusión a la petición elevada por la actora con respecto a la entrega de la indemnización administrativa, pero nada se dijo en relación con las ayudas humanitarias que originaron este incidente.

Para adoptar la determinación dentro del referido incidente, el a quo tuvo en cuenta la orden proferida en la acción de amparo y adelantó los procedimientos que regula el Decreto 2591/91 con el fin de procurar que los comprometidos en observar la tutela -Director General y Director de Gestión Social- se enteraran en debida forma del respectivo trámite; empero, no obstante el envío de las comunicaciones pertinentes éstos no fueron suficientes para lograr que obedecieran lo consagrado en la providencia, ya que lo informado por la Directora de Gestión nada tenía que ver con lo reclamado por la actora, pues lo allí referido hace alusión exclusiva a la reparación administrativa, que no fue lo que motivó a la actora a acudir a este incidente, por lo que hasta la fecha la garantía constitucional invocada por el actor continúa siendo vulnerada por parte de la demandada.

Mírese que la acción de tutela que interpuso la señora MORALES SALAZAR en contra de la UARIV se hizo consistir en el hecho de que pese a que elevó petición en septiembre 14 de 2015 por medio de la cual solicitó ayuda humanitaria, por su condición de desplazada y tener dos hijos menores con enfermedades complejas “fibrosis quística” y “osteogenesis imperfecta”, nada se le respondió por la entidad demandada. De conformidad con lo reglado en el artículo 3 de la Resolución 0100 de febrero 5 de 2016
 tal proceder le corresponde al Director de Gestión Social y Humanitaria por ser una de  las funciones esenciales de su cargo, como así se destaca en la referida normativa: “Dirigir y controlar la entrega de la asistencia y ayuda humanitaria a las víctimas en 47, 64 y 65 de la Ley 144 y en las normas que la modifiquen , adicionen o reglamenten.”.

Si bien la Colegiatura comparte parcialmente la providencia, bajo el entendido que en efecto es el Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE -Director de Gestion Social y Humanitaria- el obligado en primer lugar a atender sin demora alguna el fallo judicial dictado por el a quo a favor de la señora MORALES SALAZAR, se observa que el juzgado de primer nivel también vinculó al Dr. ALAN JESÚS EDMUNDO JARA URZOLA, como su superior jerárquico y por ende uno de las encargados del cumplimiento de la tutela; empero, para el Tribunal, tal calidad no radica en cabeza del referido funcionario sino de la Subdirectora General, Dra. IRIS MARÍN ORTIZ, como se desprende del organigrama publicado en la página web de la UARIV
, a quien no requirió el despacho para que efectuara las actividades tendientes a lograr la observancia de la providencia e iniciara el correspondiente proceso disciplinario.
De lo antes mencionado se desprende que el a quo omitió hacer el requerimiento a la Subdirectora de la UARIV -Dra. IRIS MARÍN ORTIZ- en su condición de superior jerárquica del Director de Gestión Social y Humanitaria,  por considerar de manera errada que tal calidad la ostentaba el Director de la UARIV, y ello conllevó a que no se atara al presente trámite y por ende tampoco se adoptara decisión respecto de la misma.

En ese orden de ideas, la irregularidad que se reprocha conlleva una violación sustancial al debido proceso y transgrede las formas propias del procedimiento establecido, por lo que se hace imperativo declarar la nulidad de lo actuado a partir del auto de septiembre 15 de 2016 inclusive, para que se proceda a realizar no solo el requerimiento al funcionario encargado de acatar el fallo, sino también frente a su superior jerárquica que no es otra diferente a la Subdirectora de la UARIV, para que la actuación se adecúe a los lineamientos señalados en el Decreto 2591/91.

Finalmente, aunque pudiera pensarse que la medida solo debería abarcar el procedimiento seguido frente al superior jerárquico, estima la Sala que por la trascendencia del yerro, tal situación debe comprender la totalidad de lo desplegado, no obstante que lo surtido ante al Director de Gestión Social de la UARIV estuvo acorde con el procedimiento, ya que al no haberse vinculado a la subdirectora de la UARIV -Dra. IRIS MARÍN  ORTIZ-, ésta no tuvo la posibilidad de ordenar a su subalterno el cumplimiento de la sentencia judicial y por esa vía obtener el cometido propuesto, lo que bien podría suceder una vez se le brinde la oportunidad de intervenir en este trámite.

4.- DECISIÓN 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, DECRETA LA NULIDAD de lo actuado en el presente incidente de desacato, a partir del auto de septiembre 15 de 2016, inclusive, para que además de efectuarse el requerimiento al encargado del cumplimiento del fallo, también se realice frente a la superior jerárquica del mismo, con miras a lograr que el procedimiento se ajuste a los lineamientos establecidos en el Decreto 2591/91.

Remítanse de inmediato las diligencias al juzgado de origen para lo pertinente.
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ          

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� “Por la cual se modifica y adopta el Manual Específico de Funciones y de Competencias Laborales para los empleos de la Planta de Personal de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas”.


� http://www.unidadvictimas.gov.co/es/organigrama/127
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